C., S. A. c. I. de C., B. A. y otro

Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala J.    04/08/2004

2ª Instancia. - Buenos Aires, agosto 4 de 2004.

La doctora Wilde dijo:

Contra la sentencia de fs. 106/108 se alza la parte actora, la que expresó agravios a fs. 122/123. Corrido el traslado de ley pertinente, la accionada contestó a fs. 127/128. Con el consentimiento del auto de fs. 132, quedaron los presentes en estado de dictar sentencia.

I. En primer lugar, ha de considerarse los agravios de la actora, a saber: protección a la cónyuge supérstite, otorgándole el derecho real de habitación vitalicio.

Al respecto, cabe hacer notar que la sentencia, en su primer apartado, hace un análisis de los requisitos exigidos por la norma contenida en el artículo 3573 bis de nuestro código.

La queja del accionado se refiere a que la existencia de otro bien inmueble en el patrimonio de su madre modifica la cuestión porque aquélla tiene satisfecha su necesidad habitacional.

Afirma que conceder el beneficio porque el art. 3573 bis no prevé tal situación resultaría antifuncional, al acordarle el derecho por la sola circunstancia de que ese bien literalmente no integra el acervo hereditario. Cita jurisprudencia de una de las salas del Tribunal en la que el cónyuge supérstite poseía a título propio otros bienes que le permitían satisfacer su necesidad habitacional, por lo que no le fue acordado el derecho, merituando la función tuitiva de la ley.

Lo apuntado precedentemente por el apelante es cierto, en el sentido que la norma no prevé como supuesto de extinción, el esbozado, mas cuando la adquisición del otro bien inmueble aconteció "a posteriori" de haber comenzado el goce del derecho (ver Declaratoria de herederos dictada en noviembre de 1977 y escritura traslativa de dominio de agosto de 1983).

Es necesario mencionar que las primeras palabras de la norma analizada marcan un tiempo: "si a la muerte del causante éste dejare un solo inmueble habitable", lo que implica que es en ese momento que se analiza si se presentan los requisitos que la ley exige.

Lo que es coincidente con lo dispuesto para la apertura de la sucesión, ya que muerte, apertura y transmisión de la universalidad se causan en el mismo instante (arts. 3279, 3282 del Código Civil y nota de este último).

En nuestro caso, la beneficiaria también revestía el carácter de sucesora universal respecto de su cónyuge, por la calificación que merecía el bien inmueble en cuestión.

Como podrá apreciarse, el apelante no cuestiona que los requisitos no estuvieran reunidos en tiempo adecuado, sino que la incorporación de otro bien con la característica de habitable, a su criterio, modificaría la situación, extinguiendo la facultad de impedir el acto particionario.

El apelante se queja porque entiende inoficiosa las apreciaciones que se hacen en la sentencia en cuanto a la manutención de la cónyuge supérstite, su avanzada edad y el deber alimentario, alegando que él también padece esas dificultades.

Es dable hacer notar que, sin perjuicio de su situación personal, la ley protege exclusivamente a quien reviste el carácter de cónyuge supérstite.

Sin embargo, a poco que se piense, lo señalado por el apelante, lleva a que se vincule con los principios generales del derecho, analizando si la demandada hace un ejercicio regular de su derecho propio.

La sentencia en crisis, lo que ha hecho, es analizar si se han contrariado los fines que la ley tuvo en miras al reconocer ese derecho, merituando si se exceden los límites determinados por la buena fe, la moral y las buenas costumbres (art. 1071 del Código Civil).

De allí que no fueran ociosas las apreciaciones del sentenciante respecto del nivel y estilo de vida de la demandada, sus características personales, su estado de salud, como el deber alimentario que pesa sobre los miembros de una familia unidos por un determinado grado de parentesco, atento la solidaridad y respeto que presume reina entre ellos (art. 367 CC).

Los tres criterios básicos de caracterización son el intencional, el económico y el teleológico.

En esa línea de pensamiento puede afirmarse que de la prueba colectada no se ha abonado que hubiere intención de dañar, sino ejercicio del derecho con interés legítimo por parte de la demandada, ni tampoco hay un ejercicio antisocial, ni mucho menos, uno contrario al interés jurídicamente protegido o al destino económico o social del derecho instrumentado. Aún más, menos puede entenderse que no cumple con la función que debe contemplar el ejercicio de todo derecho.

La demandada -adulta mayor- tiene interés y necesidad de ejercerlo, y además, oportunamente, el bien inmueble fue sometido al régimen establecido por la ley 14.394, afectándolo como bien de familia (ver fs. 20, noviembre de 1984), "a posteriori" de la concreción del negocio jurídico que se realizara con la unidad 10 del piso 2 de la calle Ch. (26 de agosto de 1983). Es para ella esta unidad, una fuente de ingresos que le permite vivir con decoro en esta etapa de su vida.

En conclusión, a pesar de las dificultades que pone de resalto el actor, lo concreto es que no se verifica supuesto alguno que justifique modificar la situación creada, permitiéndole proceder a partir.

Por último, con respecto al fallo citado, basta referir que no son los mismos presupuestos fácticos. La unidad que ocupaba la cónyuge supérstite en aquel otro era de un tamaño considerable para una sola persona y tenía un destino mixto.

En conclusión, debo propiciar la confirmatoria de la sentencia en todas sus partes, entendiendo que la imposición de costas en la alzada también debe ser en el orden causado, atento las razones expresadas en el considerando II de la sentencia. Tal mi voto.

Los doctores Giardulli y Brilla de Serrat adhieren al voto precedente.

Por lo deliberado y conclusiones establecidas en el Acuerdo precedentemente transcripto el Tribunal resuelve: 1) Confirmar la sentencia recurrida en todo lo que decide y ha sido materia de apelación y agravios. 2) Imponer las costas de Alzada en el orden causado. 3) Oportunamente se regularán los honorarios de alzada. - Zulema Wilde. - Jorge A. Giardulli. - Ana M. Brilla de Serrat.

